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INFORME DE LEGALIDAD RELATIVO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA 
TESORERIA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL, EL SERVICIO PÚBLICO DE EMPLEO 
ESTATAL Y LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO SOBRE INTERCAMBIO DE 
INFORMACIÓN.

21/2022 IL – DDLCN

I. ANTECEDENTES

El Departamento de Empleo y Políticas Sociales solicita el preceptivo informe de legalidad de esta 
Dirección de Desarrollo Legislativo y Control Normativo, en relación con el convenio citado en el 
encabezamiento.

Juntamente con la solicitud y el texto provisional de convenio, el órgano solicitante aporta memoria 
económica y explicativa suscrita por el Director de Empleo e Inclusión, e informe jurídico emitido 
por la Asesoría jurídica de la Dirección de Servicios del Departamento de Trabajo y Empleo. Se 
remite, asimismo, Propuesta de Acuerdo del Consejo de Gobierno por la que se autoriza su 
suscripción.

Se emite el presente informe en virtud de lo dispuesto en el artículo 5.1.b) de la Ley 7/2016, de 2 
de junio, de Ordenación del Servicio Jurídico del Gobierno Vasco y en el artículo 13.1 del Decreto 
144/2017, de 25 de abril, del Servicio Jurídico del Gobierno Vasco, en relación, ambos, con el 
artículo 7.1 i) del Decreto 18/2020, de 6 de septiembre, del Lehendakari, de creación, supresión y 
modificación de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País 
Vasco y de determinación de funciones y áreas de actuación de los mismos, y con el artículo 
14.1.a) del Decreto 8/2021, de 19 de enero, por el que se establece la estructura orgánica y 
funcional del Departamento de Gobernanza Pública y Autogobierno.
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II. LEGALIDAD

1.- Objeto y justificación.

La presente propuesta de convenio tiene su antecedente en el previo convenio de colaboración 
suscrito el 11 de octubre de 2017 entre la Tesorería General de la Seguridad Social y el Servicio 
Público de Empleo Estatal con la Comunidad Autónoma del País Vasco, sobre intercambio de 
información. Convenio que fue publicado mediante Resolución 121/2017, de 14 de noviembre, del 
Director de la Secretaría de Gobierno y de Relaciones con el Parlamento (BOPV Nº 222, de 21 de 
noviembre de 2017) y previamente informado por el Servicio Jurídico Central bajo la identificación 
de expediente 97/2017 DDLCN-IL.

El objeto del convenio no varía respecto al anterior, siendo este el de proporcionar al Gobierno de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social 
y del Servicio Público de Empleo Estatal la información a la que se refiere la Disposición Final 
Trigésima Séptima de la Ley 3/2017, de 27 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2017, que al efecto dispone lo siguiente:

“En el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley de Presupuestos, 

se formalizará un convenio de colaboración entre la Tesorería General de la Seguridad 

Social y el Servicio Público de Empleo Estatal con la Comunidad Autónoma del País Vasco 

a los efectos de la materialización de la oportuna remisión de la información precisa en 

relación a la financiación de las bonificaciones de las cuotas de contingencias comunes 

de la Seguridad Social y de las cuotas de formación profesional que corresponde abonar 

a esta Comunidad Autónoma, de conformidad con lo dispuesto en el Real Decreto 

1441/2010”.

En consecuencia, la finalidad del convenio propuesto es dar continuidad al convenio anteriormente 
suscrito adecuándolo a la nueva normativa en materia de Seguridad Social y de Protección de 
datos, además de ajustar la información contenida en los ficheros establecidos en su anexo a los 
datos en constante evolución procedentes de la base de datos de la TGSS.
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2.- Naturaleza y habilitación competencial de las administraciones intervinientes.

Estamos ante un convenio de colaboración cuya regulación se contiene en la actualidad, en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante LRJSP), en el 
Capítulo VI del Título Preliminar, y en concreto en el artículo 47.2.a), por lo que están excluidos de 
la LCSP, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público (en adelante, LCSP), que transpone al ordenamiento jurídico 
español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014.

Según el artículo 4 LCSP, las relaciones jurídicas, negocios y contratos citados en esta sección 
quedan excluidos del ámbito de la presente Ley, y se regirán por sus normas especiales, 
aplicándose los principios de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse.

En cuanto a las competencias que ostentan las administraciones intervinientes, así como su 
capacidad para suscribir el proyecto de Convenio, se hace una manifestación de las mismas al 
identificar a los intervinientes, así como en su exponendo primero.

Se acompaña al expediente la propuesta de acuerdo de Gobierno que autoriza la suscripción del 
Convenio, facultando expresamente al Viceconsejero de Empleo e Inclusión para prestar 
consentimiento en nombre del Gobierno y suscribir el Convenio. Por tanto, se cumple con lo 
dispuesto en el artículo 62 del Decreto 144/2017, por el que se regula el Servicio Jurídico del 
Gobierno Vasco, “la manifestación del consentimiento y suscripción de los Convenios en nombre 

de la Comunidad Autónoma se realizará por el Lehendakari, salvo que el Gobierno Vasco faculte 

expresamente a otra autoridad.”

Por tanto, con base en lo expuesto, se puede afirmar que la intervención de las partes en este 
convenio se manifiesta a través de una colaboración institucional encaminada a la consecución de 
objetivos compartidos. No existe, en consecuencia, un interés patrimonial, sino que cada parte 
pone de manifiesto un interés de carácter público.
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3.- Régimen jurídico, procedimiento y contenido del Convenio.

Para examinar el contenido del Convenio, hemos de hacer previa referencia a los preceptos que 
regulan su régimen jurídico.

El artículo 47 de la LRJSP recoge la definición y los tipos de convenio. Según determina este 
precepto, son convenios “los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones 

Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o las 

Universidades Públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común.”

Se añade que los convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos.

En tal caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de
contratos del sector público.

Asimismo, en el apartado 2 a) del mismo artículo, se denomina convenios interadministrativos a 
los “firmados entre dos o más Administraciones Públicas, o bien entre dos o más organismos 

públicos o entidades de derecho público vinculados o dependientes de distintas Administraciones 

Públicas, y que podrán incluir la utilización de medios, servicios y recursos de otra Administración 

Pública, organismo público o entidad de derecho público vinculado o dependiente, para el ejercicio 

de competencias propias o delegadas.”

Así, el artículo 48.3 de la LRJSP, como requisito para la validez de los convenios indica que la 
“suscripción de convenios deberá mejorar la eficiencia de la gestión pública, facilitar la utilización 

conjunta de medios y servicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública 

y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.”

El artículo 49 de la LRJSP regula el contenido de los convenios en estos términos:

“Los convenios a los que se refiere el apartado 1 del artículo anterior deberán incluir, al menos, las 

siguientes materias:
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a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa cada una de las partes.

b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la Administración Pública, de los 

organismos públicos y las entidades de derecho público vinculados o dependientes de ella o de 

las Universidades públicas.

c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su cumplimiento, indicando, 

en su caso, la titularidad de los resultados obtenidos.

d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las partes, si los hubiera, 

indicando su distribución temporal por anualidades y su imputación concreta al presupuesto 

correspondiente de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria.

e) Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones y compromisos 

asumidos por cada una de las partes y, en su caso, los criterios para determinar la posible 

indemnización por el incumplimiento.

f) Mecanismos de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del convenio y de los 

compromisos adquiridos por los firmantes. Este mecanismo resolverá los problemas de 

interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios.

g) El régimen de modificación del convenio. A falta de regulación expresa la modificación del 

contenido del convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.

h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas:

1.º Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro 

años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior.

2.º En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto en el apartado anterior, los 

firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un periodo de hasta cuatro 

años adicionales o su extinción.”

Por su parte, por lo que concierne al procedimiento, el artículo 50 de la LRJSP enumera los 
trámites preceptivos para la suscripción de convenios y sus efectos, indicando que: 

“1. Sin perjuicio de las especialidades que la legislación autonómica pueda prever, será necesario 

que el convenio se acompañe de una memoria justificativa donde se analice su necesidad y 

oportunidad, su impacto económico, el carácter no contractual de la actividad en cuestión, así 

como el cumplimiento de lo previsto en esta Ley.”
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Cabe señalar que la memoria explicativa y económica suscrita por el Director de Empleo e 
Inclusión, si bien analiza la necesidad y oportunidad del convenio como continuación y adaptación 
del anteriormente suscrito, no se refiere al carácter no contractual de la actividad en cuestión. Es 
por ello que la memoria debe completarse con los aspectos exigidos.

Expuesto el régimen jurídico aplicable al proyecto de Convenio, se considera que el texto 
propuesto cumple con la normativa de aplicación y su contenido reúne cada uno de los apartados 
que se exigen en virtud del artículo 49 de la LRJSP. 

Una vez que ha quedado justificado el cumplimiento de las exigencias expuestas, procede 
examinar el propio contenido del texto propuesto.

Atendiendo al mismo, cabe observar que el convenio obedece a la misma sistemática que el 
anteriormente suscrito. Así, se incorporan al texto del convenio un total de nueve cláusulas en las 
que se abordan su objeto, protección de datos, límites de la cesión, régimen jurídico, duración, 
modificación y resolución, régimen económico, mecanismos de seguimiento, vigilancia y control, 
naturaleza jurídica de los anexos y comunicación a la Comisión Mixta de Transferencias.

Respecto a su contenido, debemos remitirnos a lo ya manifestado en el informe de legalidad que 
fue emitido bajo el expediente 97/2017 DDLCN-IL, donde se apuntaba que la redacción del 
convenio debiera haber considerado, en pos de una mayor claridad y rigor sistemáticos, una 
estructura diferente en la que los contenidos propuestos se articularan con el debido orden y bajo 
epígrafes más precisos. 

III. CONCLUSIÓN

A juicio de quien suscribe, el convenio es ajustado al ordenamiento jurídico vigente, sin perjuicio 
de las observaciones reflejadas.

Este es el informe que emito y que someto a cualquier otro mejor fundado en derecho, en Vitoria-
Gasteiz, a la fecha de la firma electrónica.


